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Nieves y la Juez Méndez Miró 
 

Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de enero de 2020. 

 Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el señor Joel 

Marín Maldonado (en adelante, apelante o señor Marín Maldonado), 

mediante el recurso de apelación de epígrafe; y nos solicita la 

revocación de la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Fajardo, el 27 de febrero de 2018 y notificada al 

día siguiente (en adelante, Tribunal o TPI). Mediante la aludida 

Sentencia, la mayoría de un jurado declaró culpable al señor Marín 

Maldonado por sendas infracciones al Artículo 106 (a), Asesinato en 

primer grado, del Código Penal de 2004, infra, y al Artículo 5.05, 

Portación y uso de armas blancas, de la Ley de Armas de 2000, infra.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

I 

Por hechos acontecidos el 4 de junio de 2012, se acusó al 

señor Marín Maldonado por el delito de Asesinato en primer grado1 

 
1 Caso NSCR201600136. 
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y Robo agravado2, según tipificados en los Artículo 106 (a) y Artículo 

199, respectivamente, del Código Penal de 2004; más un cargo por 

la infracción al Artículo 5.05, Portación y uso de armas blancas3 de 

la Ley de Armas de 2000. 

 La lectura de acusación se efectuó el 15 de marzo de 2016.4 

Los correspondientes pliegos acusatorios expusieron lo siguiente:5 

NSCR201600136 
 

El referido acusado, JOEL MARÍN MALDONADO, allá 
en o para el día 4 de JUNIO de 2012, en FAJARDO, 
Puerto Rico, […] ilegal, voluntaria, maliciosa y 

criminalmente, con alevosía, malicia premeditada y 
deliberación y con el propósito decidido y firme de 
matar, dio muerte al ser humano DAVID JOEL 

FERREIRA QUIÑONES. Consistente en que haciendo 
uso de un cuchillo de cocina con cabo negro y navaja 

en stainless steel, le dio varias puñaladas en el área del 
abdomen y área del cuello, lado izquierdo, causándole 
la muerte en el acto.  

 
NSCR201600137 

 
El referido acusado, JOEL MARÍN MALDONADO, allá 
en o para el 4 de JUNIO de 2012, y en FAJARDO; Puerto 

Rico, […] ilegal, voluntaria y criminalmente, MEDIANTE 
VIOLENCIA E INTIMIDACIÓN, se apropió de una 

cartera de cintura color negra, marca Quick Silver con 
documentos personales del Sr. David Ferreira Quiñones 
y aproximadamente la cantidad de $1,200.00 dólares 

en efectivo producto de las ventas del negocio Joey’s 
Sandwiches, ubicado frente a la Pall en la Carr. 194, en 

Fajardo. Sustrayendo la propiedad de su persona, en su 
inmediata presencia y en contra de su voluntad. 
Consistente en que el aquí acusado haciendo uso de un 

cuchillo de cocina con cabo color negro y navaja 
stainless steel le dio varias puñaladas en el área de[l] 

abdomen y área del cuello, lado izquierdo, 
ocasionándole la muerte en el acto. Despojándolo así de 
la propiedad. 

  
NSCR201600138 

 

El referido acusado(a) JOEL MARÍN MALDONADO, allá 
en o para el dí[a] 4 de junio de 2012, y en Fajardo; 

Puerto Rico, […] ilegal, voluntaria y criminalmente, sin 

 
2 Caso NSCR201600137. 

3 Caso NSCR201600138. 

4 Autos Originales, NSCR201600136, pág. 14. 

5 En un principio, las acusaciones de asesinato en primer grado y robo agravado 

hacían referencia al Código Penal de 2012; no obstante, el 2 de noviembre de 

2017, el Ministerio Fiscal solicitó y el Tribunal concedió enmendar ambos pliegos 

acusatorios, a los fines de corregir los números de los correspondientes artículos 
y la cita del cuerpo legal vigente a la fecha de los hechos: Código Penal de 2004. 

Véanse, Autos Originales NSCR201600136, págs. 67-71; 73A-73B; 

NSCR201600138, pág. 6. 
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motivo justificado, ni relacionado a algún arte, deporte, 
profesión, ocupación, oficio o por condición de salud, 

incapacidad o indefensión TEN[Í]A Y POSE[Í]A un arma 
blanca CUCHILLO DE COCINA CON CABO NEGRO Y 

NAVAJA EN STAINLESS STEEL. Con el mismo le dio 
varias puñaladas en [el] área del abdomen y área del 
cuello, lado izquierdo, al ser humano DAVID JOEL 

FERREIRA QUI[Ñ]ONES. El cual es un objeto 
contundente capaz de inferir grave daño corpora[l], sin 

ser en ocasión de deporte o legítima defensa. 
 

El Juicio en su Fondo por Jurado se inició el 1 de agosto de 

2016, ocasión en que se tomó el juramento preliminar a los 

juzgadores de hechos.6 Luego de un extenso proceso de 

desinsaculación de los doce miembros, el cual culminó el 9 de agosto 

de 2018,7 el desfile de prueba se llevó a cabo los días 10, 11, 17, 18, 

26, 29 y 30 de enero de 2018.8  

Como parte de la prueba de cargo se presentaron los 

siguientes testigos: David Ferreira Lorenzo, padre del occiso (David 

Joel Ferreira Quiñones), David Cardona Rivera, Milenys Burgos 

Colón, el Patólogo Forense doctor Javier Serrano Serrano, William 

Rivera Rivera, Carmen Rijos Ramos, Ángel Rijos Ortiz, Nitza 

Almodóvar, Elmo Román Hernández y el Agente investigador Julio 

Prado García. 

Se ofrecieron y admitieron como evidencia por parte del 

Ministerio Público los siguientes exhibits: 

Exhibit 1: Foto de la Licencia de Conducir del occiso 
  

Exhibit 2: Documento “Circunstancias de Muerte” 
 
Exhibit 3 (A-J): Fotografías del vehículo 

 
Exhibit 4 (A-O): Fotografías de la escena 
 

Exhibit 5 (A-B): Empaque de Cuchillos y funda 
 

Exhibit 6 (A-G): Fotografías del cuerpo del occiso 
 
Exhibit 7 (A-B): Dos Croquis de la escena 

 
6 Véase, Autos Originales, NSCR201600136, pág. 36. El señor Marín Maldonado 

estuvo sumariado desde el 2 de marzo de 2016, toda vez que no pudo prestar la 

fianza impuesta que sumó $1,555,000.00. Autos Originales, NSCR201600136, 

pág. 6. 

7 Autos Originales, NSCR201600136, págs. 77-78. 

8 Autos Originales, NSCR201600136, págs. 83, 87-89B, 92, 94, 96A-96C. 
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Exhibit 8 (A-C): Solicitud para Estudios e Identificación 

de Huellas Dactilares y dos hojas de Levantamiento de 
Huellas Dactilares 

 
Exhibit 9 (A-F): Fotografías de las pertenencias del 
occiso 

 
Exhibit 10 (A-B): Solicitud para Estudios e 
Identificación de Huellas Dactilares (PPR-70) y Parches 

de Huellas 
 

Exhibit 11: Informe de Incidente (PPR-468) 
 
Exhibit 12: Certificación de Muerte, PAT-2529-12 

 
Exhibit 13: Informe Médico-Forense 

 
Exhibit 14: “CD” que contiene fotografías de la autopsia 
 

Exhibit 15: Hoja de Cuchillo y caja 
 

Exhibit 16: Mango de Cuchillo y envoltura 
 
Exhibit 17: Documento que relaciona información del 

teléfono celular de Joel Marín Maldonado 
  
Exhibit 18: Solicitud de Análisis-Cadena de Custodia 

de Evidencia Documento titulado “Suscriber 
Information” del celular 

 
Exhibit 19: Documento titulado “Suscriber Information” 
del celular de David Ferreira 

 
Exhibit 20: Solicitud para Estudios e Identificación de 

Huellas Dactilares (PPR-70) 
 
Exhibit 21 (A-H): Fotografías del empaque plástico de 

cuchillos 
 

Exhibit 22: Certificado de Análisis Sección 
Monodactilar, preparado por Elmo Román Hernández 
  

Exhibit 23 (A-D): Recibos (4) preparados por el Agente 
Prado García 
  

Exhibit 24 (A-G): Entrevistas a diferentes personas 
preparadas por el Agente Prado García9 

 

Escuchadas las declaraciones de los testigos presentados por 

el Ministerio Público y evaluada la totalidad de la prueba que tuvo 

ante sí, los miembros del Jurado deliberaron y emitieron sendos 

 
9 El Ministerio Público dispuso que estos documentos, por ser prueba de 
referencia, no serian sometidos a la consideración del Jurado. Véase, Minuta del 

29 de enero de 2018 en los Autos Originales, SCR201600136, pág. 94. 

Transcripción de la Prueba Oral (TPO) págs. 484-485. 
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veredictos 11-1 de culpabilidad por los delitos de Asesinato en 

primer grado y Portación y uso de armas blancas; no así en el delito 

de Robo agravado, en el cual el Jurado de manera unánime 

determinó la no culpabilidad del apelante. 

A tales efectos, el 27 de febrero de 2018, el Tribunal dictó la 

Sentencia aquí apelada. El foro primario le impuso al señor Marín 

Maldonado, las siguientes penas carcelarias:10 

NSCR201600136 – Artículo 106 (a) del Código Penal de 
2004 (Asesinato en Primer Grado):  Noventa y nueve (99) 

años de reclusión 
 
NSCR201600138 – Artículo 5.05 de la Ley de Armas de 

2000 (Portación y uso de armas blancas):  Seis (6) años 
de reclusión 

 

En cumplimiento de ley, el TPI expresó que las sanciones 

penales por ambos delitos deberían cumplirse en forma consecutiva 

entre sí, para un total de 105 años en prisión; y consecutiva, a su 

vez, con cualquier otra pena que estuviere cumpliendo el apelante. 

Asimismo, el Tribunal ordenó que se le abonase al señor Marín 

Maldonado lo cumplido en prisión preventiva. 

Inconforme con dicha determinación, el 20 de marzo de 2018, 

el señor Marín Maldonado recurrió ante este foro apelativo mediante 

el recurso de apelación de epígrafe y señaló la comisión de los 

errores siguientes: 

ERRÓ EL JURADO AL ENCONTRAR CULPABLE AL 
SEÑOR MARÍN MALDONADO CUANDO EL CASO NO 
SE PROBÓ MÁS ALLÁ SE DUDA RAZONABLE. 

 
ERRÓ EL TPI AL ACEPTAR UN VEREDICTO QUE SE 

RINDIÓ POR MAYORÍA, VIOLANDO EL DERECHO DEL 
ACUSADO A QUE SU LIBERTAD SÓLO PUEDA SER 
PRIVADA LUEGO DE UN VEREDICTO UNÁNIME. 

 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, así 

como de la Transcripción de la Prueba Oral y los Autos Originales 

del caso, procedemos a resolver el recurso de epígrafe. 

 

 
10 Autos Originales, NSCR201600136, págs. 105, 107. 
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II 

A. Deferencia Judicial 

Cuando la suficiencia de la evidencia se cuestiona y se señala 

que el juzgador de hechos erró en su apreciación de la prueba, el 

alcance de nuestra función revisora está limitado por 

consideraciones de extrema valía. Al respecto, los tribunales 

revisores debemos tener presente el principio inquebrantable de 

que, en cuanto a la credibilidad del testimonio prestado en un juicio, 

el juzgador de hechos, Juez o Jurado, es el que está en mejor 

posición de apreciar y aquilatar la evidencia testifical. Pueblo v. Toro 

Martínez, 200 DPR 834, 857 (2018). Por lo dicho, los foros apelativos 

concedemos gran respeto y deferencia al juicio que se haga desde 

las primeras instancias judiciales. Pueblo v. Acevedo Estrada, 150 

DPR 84, 99 (2000); Pueblo v. Echevarría Rodríguez, 128 DPR 289, 

326 (1991). No podemos perder de perspectiva que la prueba 

testifical que se presenta en “nuestro esquema probatorio está 

revestido por un manto de deferencia hacia las determinaciones que 

realizan los juzgadores de primera instancia en cuanto a la prueba 

testifical que se presenta ante ellos”. Pueblo v. De Jesús Mercado, 

188 DPR 467, 477-478 (2013).  

Ello obedece a que el juzgador de hechos, en este caso un 

Jurado de doce vecinos, ante quienes los testigos declararon, es el 

que tiene la oportunidad de escucharlos, observar su manera de 

testificar, apreciar sus gestos, titubeos, contradicciones, 

manierismos, dudas, vacilaciones y, por consiguiente, de adjudicar 

credibilidad. Pueblo v. García Colón I, 182 DPR 129, 165 (2011). Es 

decir, el juzgador es quien forma gradualmente en su conciencia la 

convicción en cuanto a si los testigos dicen o no la verdad. Íd. 

Conforme ha reconocido el Tribunal Supremo de Puerto Rico:  

[...] no sólo habla la voz viva. También hablan las 
expresiones mímicas: el color de las mejillas, los ojos, el 

temblor o consistencia de la voz, los movimientos, el 

javascript:citeSearch('150DPR84',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('150DPR84',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('128DPR289',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('188DPR467',%20'MJPR_DPR')
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vocabulario no habitual del testigo, son otras tantas 
circunstancias que deben acompañar el conjunto de 

una declaración testifical y sin embargo, todos estos 
elementos se pierden en la letra muda de las actas, por 

lo que se priva al Juez de otras tantas circunstancias 
que han de valer incluso más que el texto de la 
declaración misma para el juicio valorativo que ha de 

emitir en el momento de fallar; le faltará el instrumento 
más útil para la investigación de la verdad: la 
observación. (Énfasis en el original). Pueblo v. Toro 
Martínez, supra, pág. 857, que cita a Ortiz v. Cruz 
Pabón, 103 DPR 939, 947 (1995).  
 

Así pues, como regla general, un tribunal revisor está vedado 

de intervenir con la adjudicación de credibilidad de los testigos, ni 

puede sustituir las determinaciones de hechos que, a su amparo, 

haya efectuado el foro primario basado en sus propias 

apreciaciones. Pueblo v. De Jesús Mercado, supra, pág. 478; Pueblo 

v. García Colón I, supra, pág. 165; Pueblo v. Cabán Torres, 117 DPR 

645, 654 (1986). Por tanto, luego de que el juzgador de hechos ha 

escuchado, ponderado, valorado y determinado si cierto testimonio 

es creíble, debemos guiarnos por parámetros estrictos al revisar su 

adjudicación.  

Nuestra máxima autoridad judicial ha establecido, además, 

que los tribunales apelativos sólo podremos intervenir con tal 

apreciación cuando, de una evaluación minuciosa, surjan “serias 

dudas, razonables y fundadas, sobre la culpabilidad del acusado”. 

Pueblo v. Casillas, Torres, 190 DPR 398, 417 (2014). Claro está, en 

los casos de índole penal, el referido análisis tiene que estar 

enmarcado en el principio fundamental que establece que la 

culpabilidad del acusado debe ser probada más allá de toda duda 

razonable. Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 789 (2002). Es decir, 

nuestro más Alto Foro dispuso que los tribunales apelativos sólo 

intervendremos con dicha apreciación cuando se demuestre la 

existencia de pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto; 

cuando la apreciación de la prueba no concuerde con la realidad 

fáctica, sea inherentemente imposible o un análisis integral de la 
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prueba así lo justifique. Íd., págs. 788-789; véase también Pueblo v. 

Acevedo Estrada, supra, págs. 98-99; Pueblo v. Viruet Camacho, 173 

DPR 563, 584 (2008).  

B. La duda razonable y la suficiencia de la evidencia   

Según nuestro sistema de enjuiciamiento criminal, toda 

persona debe ser hallada culpable más allá de duda razonable. Esto 

es principio consustancial del precepto constitucional que dispone 

que “[e]n todos los procesos criminales, el acusado disfrutará del 

derecho [...] a gozar de la presunción de inocencia”. Art. II, Sec. 11, 

Const. ELA, LPRA, Tomo 1, ed. 2016, pág. 354. Cónsono con esta 

disposición constitucional, nuestro esquema procesal penal 

establece que “[e]n todo proceso criminal, se presumirá inocente el 

acusado mientras no se probare lo contrario y en todo caso de existir 

duda razonable acerca de su culpabilidad, se le absolverá”. Pueblo 

v. Casillas, Torres, 190 DPR 398, 413-414 (2014).  

Es por ello que en nuestro sistema de justicia criminal el 

Ministerio Público tiene la obligación de presentar suficiente 

evidencia sobre todos los elementos del delito y su conexión con el 

acusado a fin de establecer su culpabilidad más allá de duda 

razonable. Pueblo v. García Colón I, 182 DPR 129, 174 (2011); Pueblo 

v. Santiago et al., 176 DPR 133, 143 (2009); Pueblo v. Rivera Ortiz, 

150 DPR 457, 462 (2000); Pueblo v. Ramos Álvarez, 122 DPR 287, 

315-316 (1988). Esto constituye uno de los imperativos más básicos 

y esenciales del debido proceso de ley. Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 

780, 786 (2002); Pueblo v. De León Martínez, 132 DPR 746, 764 

(1993); Pueblo v. Cruz Granado, 116 DPR 3, 24-25 (1985). Pueblo v. 

Casillas, Torres, supra, pág. 414. 

Ahora bien, en múltiples ocasiones el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha expresado que tal estándar de exigencia probatoria 

no significa que el Ministerio Público tiene que presentar prueba que 

establezca la culpabilidad del acusado con certeza matemática. 

javascript:citeSearch('173DPR563',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('173DPR563',%20'MJPR_DPR')
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Pueblo v. Feliciano Rodríguez, 150 DPR 443, 447 (2000); Pueblo v. 

Rosario Reyes, 138 DPR 591, 598 (1995); Pueblo v. Pagán Ortiz, 130 

DPR 470, 480 (1992).  Lo que se requiere es prueba suficiente que 

“produzca certeza o convicción moral en una conciencia exenta de 

preocupación o en un ánimo no prevenido”. Pueblo v. García Colón 

I, supra, págs. 175. Véase, además, Pueblo v. Casillas, Torres, supra, 

págs. 414-415; Pueblo v. Acevedo Estrada, 150 DPR 84, 100 (2000). 

En el análisis integral de la prueba que se requiere cuando se 

cuestiona la apreciación realizada por el juzgador de hechos, es 

pertinente examinar las disposiciones legales de nuestro 

ordenamiento probatorio. Particularmente, aquella que establece 

que “[c]ualquier hecho en controversia es susceptible de ser 

demostrado mediante evidencia directa o mediante evidencia 

indirecta o circunstancial”. Regla 110 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, 

R. 110 (h). Entiéndase como evidencia directa “aquélla que prueba 

el hecho en controversia sin que medie inferencia o presunción 

alguna y que, de ser cierta, demuestra el hecho de modo 

concluyente”; y evidencia indirecta o circunstancial “es aquélla que 

tiende a demostrar el hecho en controversia probando otro distinto, 

del cual por si o, en unión a otros hechos ya establecidos, puede 

razonablemente inferirse el hecho en controversia”. Íd. 

La prueba circunstancial se caracteriza porque “aunque fuere 

creída, no es por sí suficiente para probar el hecho”. Acarón et al. v. 

D.R.N.A., 186 DPR 564, 589 (2012). Ante la prueba circunstancial, 

es necesario que el juzgador de hechos realice un proceso de 

inferencias razonables o un razonamiento fundamentado en la 

experiencia, que, en unión a otra prueba, podría llevarlo a concluir 

que un hecho particular en efecto ocurrió. Íd., pág. 590. A pesar de 

las evidentes distinciones entre ambos tipos de evidencia, es norma 

asentada la afirmación de que la prueba circunstancial es 

intrínsecamente igual que la prueba directa y, por tanto, se evalúa 
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conforme al mismo criterio. Íd.; Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón 

Rosa, 151 DPR 711, 720 (2000); Pueblo v. Pagán Santiago, 130 DPR 

470, 479 (1992); Pueblo v. Ortiz Martínez, 116 DPR 139, 145 (1985); 

l, Pueblo v. Cancel Peraza, 106 DPR 28 (1977); Pueblo v. Salgado 

Velázquez, 93 DPR 380, 383 (1966). 

Por consiguiente, al considerar la duda razonable que acarrea 

la absolución del acusado, la doctrina no se refiere a cualquier duda 

posible, especulativa ni imaginaria. Más bien, es aquella duda 

producto de una consideración justa, imparcial y serena de la 

totalidad de la evidencia del caso. Pueblo v. García Colón I, supra, 

pág. 175; Pueblo v. Santiago et al., supra, pág. 143; Pueblo v. Irizarry, 

supra, pág. 788. En síntesis, existe duda razonable cuando el 

juzgador de los hechos siente en su conciencia insatisfacción o 

intranquilidad con la prueba de cargo presentada. En atención a ese 

principio, los foros apelativos deben tener la misma tranquilidad al 

evaluar la prueba en su totalidad. Pueblo v. Casillas, Torres, supra, 

pág. 415. 

En Pueblo v. Casillas, Torres, supra, pág. 415, que cita a 

Pueblo v. Colón Burgos, 140 DPR 564, 581 (1996), nuestra Alta Curia 

enunció que: 

También se exige que la evidencia conecte al acusado 

con los delitos imputados, una función eminentemente 
propia del juzgador de la credibilidad. Dentro de la 

responsabilidad del tribunal de examinar la suficiencia, 
éste ha de asegurarse de que la prueba de cargo sea una 
que, de ser creída, pueda conectar al acusado con el 

delito imputado. (Énfasis suprimido). 
 

 Así, la apreciación realizada por el juzgador de los hechos 

sobre la culpabilidad de un acusado es una cuestión mixta de hecho 

y de derecho. Por tanto, la determinación de culpabilidad más allá 

de duda razonable es revisable en apelación como cuestión de 

derecho. Pueblo v. Rodríguez Pagán, 182 DPR 239, 259 (2011); 

Pueblo v. Rivero, Lugo y Almodóvar, 121 DPR 454, 472 (1998); Pueblo 
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v. González Román, 138 DPR 691, 708 (1995); Pueblo v. Casillas, 

Torres, supra, págs. 415-416. 

C. El Código Penal de Puerto Rico de 2004 y la Ley de Armas 
de 2000 

 

Según lo definía el Artículo 105 del Código Penal de 2004, 

“[a]sesinato es dar muerte a un ser humano con intención de 

causársela”. 33 LPRA sec. 4733. Por tanto, “[l]os elementos del tipo 

de asesinato son: 1) dar muerte a un ser humano; 2) con intención 

de causársela. El sujeto pasivo tutelado es un ser humano. Se trata 

de toda persona viva, o que siendo viable haya comenzado su 

proceso de nacimiento”. (Citas suprimidas). D. Nevárez Muñiz, 

Nuevo Código Penal de Puerto Rico, Instituto para el Desarrollo del 

Derecho Inc., 2008, pág. 138. Así, el acto proscrito y sancionado es 

causar la muerte de un ser humano.  Se considera que una persona 

está muerta “cuando ocurre el cese irreversible de sus funciones 

respiratorias y circulatorias, o el cese irreversible y total de sus 

funciones cerebrales”. Íd., págs. 138-139. 

Independientemente del ordenamiento jurídico penal vigente, 

se ha tratado el delito de asesinato como un solo delito, pero dividido 

en grados. En su definición, se agrupan todas las modalidades en 

las que exista la intención de matar. Pueblo v. Roche, 195 DPR 791, 

797 (2016). El elemento mental de intención es uno a ser 

determinado por el juzgador de hechos, a base de los actos y 

circunstancias que rodean al delito. D. Nevárez Muñiz, op. cit., pág. 

139. En particular, el Artículo 23 del cuerpo legal hoy derogado 

disponía que un delito se considera cometido con intención: “(a) 

cuando el hecho correspondiente ha sido realizado por una 

conducta dirigida voluntariamente a ejecutarlo; (b) el hecho 

correspondiente es una consecuencia natural de la conducta 

voluntaria del autor; o (c) cuando el sujeto ha querido su conducta 

a conciencia de que implicaba un riesgo considerable y no permitido 
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de producir el hecho delictivo realizado”. 33 LPRA sec. 4651. A modo 

de ejemplo, la intención de asesinar se puede inferir razonablemente 

con el uso de un arma mortífera. D. Nevárez Muñiz, op. cit., pág. 

139, que cita a Pueblo v. Colón Soto, 109 DPR 545 (1980); Pueblo v. 

Betancourt Asencio, 110 DPR 510 (1980); Pueblo v. Castro García, 

110 DPR 644 (1981) (Sentencia). 

Por su parte, el Artículo 106 del Código Penal de 2004 

tipificaba el asesinato en primer grado como: “Todo asesinato 

perpetrado por medio de veneno, acecho o tortura, o con 

premeditación”. 33 LPRA sec. 4734. La premeditación se definía 

como “la deliberación previa a la resolución de llevar a cabo el hecho 

luego de darle alguna consideración por un período de tiempo”. Art. 

14 del Cód. Penal de 2004, 33 LPRA sec. 4642 (aa). Al respecto, se 

ha dicho que una muerte causada al infringir numerosas heridas 

punzantes a la víctima se considera como un asesinato en el que 

media premeditación. D. Nevárez Muñiz, op. cit., págs. 143-144, en 

alusión a Pueblo v. Garay, 105 DPR 86 (1976). 

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que: 
 
La malicia premeditada, que es el elemento mental 

requerido en el delito genérico de asesinato, implica la 
ausencia de justa causa o excusa y conciencia al 
ocasionar la muerte de un semejante. Por otro lado, la 

deliberación es la resolución o decisión de matar, 
después de darle alguna consideración. Cualquier 

periodo de tiempo, por corto que sea, será suficiente 
para que pueda tener lugar la deliberación. Incluso, 
hemos sostenido que ese lapso puede ser tan rápido 

como el pensamiento. Esto es, tanto la deliberación 
como la malicia premeditada no requieren 
necesariamente de un plan previo ni que se conciban 

con mucho tiempo de antelación a los hechos. No tiene 
que transcurrir determinado periodo de tiempo entre la 

intención de matar y la muerte misma ya que ambos 
elementos pueden concebirse en el momento mismo del 
ataque. A esos efectos hemos expresado que “la 

premeditación [y la deliberación] puede[n] formarse en 
un instante antes del acto, y puede[n] existir ... no 

obstante la rapidez con que el acto se haya realizado”. 
 
Por otra parte, la deliberación y la malicia son 

elementos subjetivos que, de ordinario, no pueden 
probarse con evidencia directa por lo que, en ocasiones, 
es preciso recurrir a los hechos del caso para 
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determinar si de ellos razonablemente pueden inferirse. 
Estos elementos pueden deducirse a base de los actos y 

las circunstancias que rodearon la muerte; la relación 
entre las partes; la capacidad mental, motivación, 

manifestaciones y conducta del acusado; así como de 
los hechos anteriores, concomitantes y posteriores al 
crimen. “ ‘Una intención maliciosa y criminal se 

presume por la manera ... [en] que ... se comet[e] un 
acto ilegal con el propósito de perjudicar a otro’ ”. (Citas 
suprimidas). Pueblo v. Negrón Ayala, 171 DPR 406, 419-

420 (2007). 
 

De otro lado, el Artículo 5.05 de la Ley de Armas de 2000, 25 

LPRA sec. 458d, dispone lo concerniente a la portación y al uso de 

armas blancas. El referido artículo establece, en lo aquí pertinente, 

lo siguiente: 

Toda persona que sin motivo justificado usare contra 
otra persona, o la [sic] sacare, mostrare o usare en la 

comisión de un delito o su tentativa, manoplas, 
blackjacks, cachiporras, estrellas de ninja, cuchillo, 
puñal, daga, espada, honda, bastón de estoque, arpón, 

faca, estilete, arma neumática, punzón, o cualquier 
instrumento similar que se considere como un arma 

blanca, incluyendo las hojas de navajas de afeitar de 
seguridad, garrotes y agujas hipodérmicas, o 
jeringuillas con agujas o instrumentos similares, 

incurrirá en delito grave y convicta que fuere, será 
sancionada con pena de reclusión por un término fijo 
de tres (3) años. De mediar circunstancias agravantes, 

la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 
máximo de seis (6) años; de mediar circunstancias 

atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de 
seis (6) meses y un (1) día. Las penas que aquí se 
establecen serán sin derecho a sentencia suspendida, a 

salir en libertad bajo palabra, o a disfrutar de los 
beneficios de algún programa de desvío, bonificaciones 

o alternativas a la reclusión, reconocidas en esta 
jurisdicción, debiendo cumplir en años naturales la 
totalidad de la pena impuesta. 

 
[…] 

 

Finalmente, el Artículo 7.03 de la Ley de Armas de 2000, 25 

LPRA sec. 460b, dispone para que la pena del delito del estatuto 

especial imputado sea duplicada, entre otras instancias, cuando 

existan daños a terceros por el uso ilegal de un arma. Al respecto, 

de existir atenuantes o agravantes, se procede a aplicarlos y luego 

el Tribunal duplica la sanción a cumplirse en reclusión. En ausencia 

de estos agravantes o atenuantes, la duplicación se rige por la pena 
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fija establecida. Véase, Pueblo v. Concepción Guerra, 194 DPR 291, 

313-314 (2015). 

D. Veredicto por mayoría 

 Nuestra Constitución dispone de manera expresa en la 

Sección 11 de su Artículo II que “[e]n los procesos por delito grave el 

acusado tendrá derecho a que su juicio se ventile ante un jurado 

imparcial compuesto por doce vecinos del distrito, quienes podrán 

rendir veredicto por mayoría de votos en el cual deberán concurrir 

no menos de nueve”. Art. II, Sec. 11, Const. ELA, LPRA, Tomo 1, ed. 

2016, pág. 354.11 Cónsono con lo anterior, la Regla 112 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 112, dispone 

textualmente que “[e]l jurado estará compuesto por doce (12) vecinos 

del distrito, quienes podrán rendir veredicto por mayoría de votos en 

el cual deberán concurrir no menos de nueve (9)”. Tal como se 

desprende de la norma procesal, la cual hace eco de la disposición 

constitucional, se exige que el Jurado se componga de doce 

personas, mientras que el veredicto rendido por una mayoría no 

menor de nueve votos se considera válido.  

 La eficacia del veredicto por mayoría en nuestra jurisdicción 

fue reafirmada en el caso de Pueblo v. Casellas Toro, 197 DPR 1003 

(2017), en el que nuestro más Alto Foro reiteró que los veredictos 

por mayoría de las cortes territoriales no tienen que ser unánimes. 

Ello, porque el Tribunal Supremo Federal “nunca ha resuelto que 

un jurado unánime sea un requisito para cumplir con el debido 

proceso de ley”. Íd., pág. 1016, que cita a Johnson v. Louisiana, 406 

US 356, 359 (1972). La exigencia del veredicto unánime de la 

jurisdicción federal no se ha extendido a los estados, a través de la 

Enmienda Decimocuarta, como corolario del debido proceso de ley. 

Por lo tanto, a diferencia de la jurisdicción federal, ni en los estados 

 
11 En nuestra jurisdicción, el veredicto por mayoría se introdujo a través de la Ley 

Núm. 11 del 19 de agosto de 1948. 
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ni en los territorios se requiere el voto unánime del Jurado para 

obtener la convicción del acusado. Particularmente, en Johnson v. 

Louisiana, supra, págs. 362-363, el Tribunal Supremo Federal 

concluyó que el ministerio público cumple su obligación de probar 

la culpabilidad más allá de toda duda razonable con el voto de nueve 

miembros del Jurado. De esta forma, se evita que el proceder aislado 

de un solo miembro del jurado anule el esfuerzo y la labor colectiva 

del panel. Pueblo v. Figueroa Rosa, 112 DPR 154, 160 (1983). Véase, 

además, Ernesto L. Chiesa Aponte, Derecho procesal penal de Puerto 

Rico y Estados Unidos, Ed. Forum, 1995, Tomo II, págs. 196-199 y 

Tomo III pág. 266. 

En fin, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que la figura 

del jurado descansa en la deseabilidad de la creación de “un cuerpo 

protector del acusado frente a posibles abusos de funcionarios 

judiciales y ejecutivos que intervienen en el proceso judicial, la Regla 

de veredicto por mayoría propicia aquella intención original en 

cuanto permite absoluciones por 9, 10 u 11 votos…”. Pueblo v. Báez 

Cintrón, 102 DPR 30, 33 (1974). De igual forma, al elevar a rango 

constitucional la garantía de juicio por Jurado en los casos de delitos 

graves, los constituyentes no variaron la concurrencia de nueve 

miembros del Jurado para conformar un veredicto. Al consignar 

expresamente en el texto constitucional la cantidad de votos 

necesarios por veredicto, los constituyentes rechazaron que 

prevaleciera el requisito de unanimidad de los doce miembros del 

Jurado. Véase, Pueblo v. Casellas Toro, supra, págs. 1018 y las 

fuentes allí citadas. 

III 

Expuesta la norma jurídica, procedemos a aplicarla a los 

hechos ante nuestra consideración.   

En su primer señalamiento de error, plantea el señor Marín 

Maldonado que erró el Tribunal de Primera Instancia al concluir que 
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la evidencia presentada por el Ministerio Público fue suficiente para 

probar más allá de duda razonable todos y cada uno de los 

elementos de los delitos imputados. Aduce que una serie de 

llamadas telefónicas entre los números del apelante y la víctima 

durante las horas previas al crimen y la huella encontrada en el 

empaque de cuchillos, propiedad de la víctima, no sostenían más 

allá de duda razonable la convicción, por entender que la misma 

carecía de valor probatorio y no derrotaba la presunción de 

inocencia. Alega que, aun de entenderse que dicha prueba es 

suficiente en derecho, el Ministerio Público no probó premeditación, 

por lo que “solamente podía ser encontrado culpable por asesinato 

en segundo grado”.12 

Como parte de la prueba testifical desfilada durante el Juicio 

en su Fondo, el Ministerio Público presentó el testimonio del padre 

del occiso, el señor David Ferreira Lorenzo, quien narró que su 

hijo, David Joel Ferreira Quiñones, estaba casado y tenía un negocio 

de sándwiches y tripletas, llamado “Jowy Sandwiches” en Fajardo. 

“Jowy” era su apodo.13 El establecimiento abría todos los días, con 

un horario extendido durante los fines de semana. El negocio era la 

fuente de sustento del occiso y su familia.14 Entre los utensilios de 

trabajo, el testigo mencionó que su hijo poseía “una planchita para 

preparar los, las tripletas, sus cuchillos para picar sus sándwiches, 

para, esto, su batidora para preparar sus frappe”.15 Indicó que el 

occiso solía llevar bastante dinero en una cartera negra, amarrada 

a la cintura. Podía generar entre $500.00 a $1,000 diarios. El testigo 

tenía conocimiento de esta información, pues él mismo lo ayudó 

cuando el comercio comenzó en febrero de 2012.16 

 
12 Alegato del Apelante, pág. 32. 

13 TPO, págs. 69, líneas 16-31; 70, líneas 1-4; 85, líneas 4-7. 

14 TPO, pág. 70, líneas 9-22. 

15 TPO, pág. 70, líneas 6-7. 

16 TPO, págs. 70, líneas 25-31; 71, líneas 1-25. 
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A preguntas del Ministerio Público, el señor Ferreira Lorenzo 

expresó que la última vez que habló con su hijo fue el domingo, 3 de 

junio de 2012, entre diez y once de la noche, ya que lo llamó a su 

teléfono celular.17 El declarante identificó en Sala a la víctima a 

través de la fotografía de su licencia, la cual fue admitida para fines 

ilustrativos.18 Contó que se enteró de la muerte de su hijo la 

madrugada del lunes, 4 de junio de 2012, ocasión en que recibió 

una llamada de la Policía.19 Aunque acudió a la escena, no se acercó 

al lugar específico de los hechos porque “no quería verlo así”.20 El 

señor Ferreira Lorenzo, además, fue al entonces Instituto de 

Ciencias Forenses (ICF), donde identificó el cadáver de su hijo y 

contestó varias preguntas en una entrevista.21 

La prueba testifical del Ministerio Público continuó con la 

declaración del Agente David Cardona Rivera, adscrito al Cuerpo 

de Investigaciones Criminales (CIC) de Fajardo de la Policía de 

Puerto Rico. Su rol en la Uniformada es como Técnico de Escena 

Criminal y ha sido adiestrado para ejercer sus deberes y en el uso 

de equipos necesarios para realizarlos. Entre sus funciones está la 

de asegurar el perímetro de la escena, embalar evidencia para su 

preservación y la toma de huellas dactilares.22   

Para la fecha de los hechos delictivos que nos competen, 4 de 

junio de 2012, el Agente Cardona Rivera testificó que llegó a la 

escena cerca de la una y treinta de la madrugada; en el llamado le 

informaron sobre una persona muerta en la calle Maga de Fajardo 

Garden. Allí se encontraban otros oficiales del orden público de 

Homicidios, con quienes se estableció un perímetro, con el fin de 

proteger la evidencia. Aseguró que contaba con el equipo requerido 

 
17 TPO, págs. 72, líneas 6-11. 

18 TPO, págs. 72-74. 

19 TPO, págs. 74, líneas 25-29; 75, líneas 1-25; 76, líneas 1-7. 

20 TPO, pág. 76, línea 25. 

21 TPO, pág. 78, líneas 16-28. 

22 TPO, págs. 94, líneas 1-6; 97, líneas 3-31; 98, líneas 1-4. 
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para trabajar la escena, la cual fue fotografiada desde diversas 

distancias: general, intermedia y acercamientos (“close up”).23  

En relación con la escena del crimen, el testigo describió que 

había un vehículo Hyundai encendido, color blanco, de cuatro 

puertas. Recordó que la puerta del conductor se encontraba abierta; 

y se apreciaban manchas de sangre. Frente al vehículo, yacía el 

cuerpo boca abajo del occiso, quien vestía un pantalón playero y una 

camisa azul. Indicó que alrededor de la escena y dentro del 

automóvil había evidencia, la cual también fue recopilada. Entre 

ésta, mencionó un mango de cuchillo con rastros de sangre, sin la 

navaja, ubicado dentro del vehículo en el asiento del chofer y un 

empaque plástico de un juego de tres cuchillos, hallado sobre el 

pavimento.24 Asimismo, declaró que al occiso se le tomaron 

fotografías. “[…] tenía un cuchillo, una navaja, la, una navaja porque 

no tenía el mango, incrustado en el área del cuello. […] Al voltear el 

cuerpo, [é]l tenía todos sus intestinos expuestos, del área del 

abdomen”.25  

El Agente Cardona Rivera explicó el proceso de toma de 

medidas de planimetría forense, que precede al dibujo del Croquis 

que recrea el lugar donde se cometió el crimen.26 Dos Croquis de la 

escena fueron admitidos en evidencia.27 De igual modo, confirió 

autenticidad a varias piezas de evidencia fotográfica, que él mismo 

tomó y las cuales fueron admitidas sin objeción en el juicio.28  

En lo atinente, al observar la evidencia fotográfica, el 

declarante expresó que el motor y las luces del vehículo estaban 

 
23 TPO, págs. 101; 102, líneas 1-23. 

24 TPO, págs. 102, líneas 24-30; 103, líneas 1-25; 104, líneas 1-2; 106, líneas 23-

27. Véanse, además, Exhibits 3 J, 4 H, I y 21 A-B. 

25 TPO, pág. 103, líneas 21-25. Refiéranse, además, TPO, págs. 272, líneas 22-26; 

273, líneas 13-19; y Exhibits 15 y 16. 

26 TPO, pág. 105, líneas 3-29. 

27 TPO, págs. 161, líneas 18-31; 162; 163, líneas 1-7. Exhibit 7 A-B. 

28 TPO, págs. 107-118; 121-124; 142-156; 151, líneas 21-22, 26. 
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encendidos y la puerta del conductor abierta.29 El cuerpo sin vida 

de la víctima “se encontraba tirado en el pavimento, la vestimenta 

que yo describí, un pantalón tipo pl[a]yero y un t shirt o polo azul. 

Eh, manchas de sangre en el pavimento, eh, se encontraba en el, la 

en la parte frontal de su, del vehículo en la pal (sic), en la frontal 

derech[a] del vehículo”.30 Llevaba dinero en un bolsillo del 

pantalón.31  

Cerca de la víctima, se halló un empaque plástico, un cuchillo 

y un calzado.32 El Agente Cardona Rivera afirmó que la referida 

envoltura del juego de cuchillos fue embalada “para posteriormente 

trabajarla, este, para huella”.33 El Agente Cardona Rivera expresó 

que “se cogieron cinco parches en huella”.34 Al describir la pieza de 

evidencia, el testigo declaró que era un empaque de plástico para un 

juego de tres cuchillos; en el extremo superior de la envoltura, le 

faltaba un pedazo, en el interior, tenía un cartón; y todavía se podían 

observar manchas de sangre.35 Esta pieza de evidencia y la funda 

en la que se embaló fueron ofrecidas y admitidas en evidencia.36  

En el interior del vehículo, entre otras cosas, se halló sobre el 

asiento del conductor el mango de un cuchillo ensangrentado.37 

También se halló un teléfono celular blanco cerca del occiso. El 

Agente Cardona Rivera manifestó que él mismo lo embaló y se le 

entregó al Agente Julio Prado García, pues éste era quien 

determinaría qué se haría con dicha evidencia.38  

 
29 TPO, págs. 110, líneas 3-7; 111, líneas 6-9. 

30 TPO, pág. 111, líneas 13-17. 

31 TPO, pág. 152, líneas 10-11. Véase, Exhibit 6A. 

32 TPO, pág. 124, líneas 16-19. Véanse, Exhibit 4C, 4J y 4K. El calzado era una 

zapatilla deportiva, TPO, pág. 122, líneas 11-22; Exhibit 4A. 

33 TPO, pág. 125, líneas 3-11. 

34 TPO, pág. 139, líneas 17-20. 

35 TPO, pág. 140, líneas 15-27. 

36 Véanse, Exhibit 5-A, B. 

37  TPO, pág. 116, líneas 8-15. Exhibit 4F a 4-I 

38 TPO, pág. 115, líneas 3-19; 116, líneas 23-24. 
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El Agente Cardona Rivera declaró que la investigación se 

extendió a otro escenario, en referencia a Sunbay Marina, una 

caseta de seguridad. El testigo expresó que se trasladó hasta el lugar 

y tomó fotografías en el interior de la caseta a una cartera de cintura 

negra, marca Quick Silver, que contenía documentos pertenecientes 

al occiso.39 Durante el interrogatorio, el testigo autenticó y se 

admitió en evidencia la Solicitud para Estudio e Identificación de 

Huellas Dactilares.40  

En el turno de la Defensa,41 se trajeron a colación algunas 

omisiones del testigo en la escena, tales como no marcar en el 

Croquis la ubicación del teléfono celular del occiso, no cubrir las 

manos de la víctima ni solicitar los videos de las cámaras de un 

edificio federal sito en la esquina de la calle Maga. 

Como parte de la prueba testifical se contó con la declaración 

de la Agente Milenis Burgos Colón, quien a la fecha de la vista 

había laborado para la Policía por dieciséis años.42 El 4 de junio de 

2012, alrededor de la una de la mañana, acudió a la escena del 

crimen junto a otro compañero en una patrulla.43 Entonces, protegió 

el perímetro de la escena; y posteriormente redactó un Informe de 

Incidente (PPR 468), el cual fue admitido en evidencia.44 La testigo 

indicó que junto al nombre de la víctima anotó el número telefónico 

“374-9945”, que según la información que recopiló pertenecía a 

ésta.45  

El Jurado escuchó, además, las declaraciones del Agente 

Investigador de la División de Homicidios del CIC Julio Prado 

 
39 TPO, pág. 169, líneas 25-31; 170-173. Exhibit 9A-F. 

40 TPO, págs. 174-176. Exhibit 10 A-B. 

41 TPO, págs. 276-293. 

42 TPO, pág. 192, líneas 25-29. 

43 TPO, pág. 193, líneas 9-31. 

44 TPO, págs. 194, líneas 25-30; 195, líneas 26-31; Exhibit 11. 

45 TPO, págs. 201, líneas 10-20; 202, líneas 1-10. 
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García, cuya experiencia alcanza las dos décadas.46 Éste narró que 

el 4 de junio de 2012, a eso de la una y treinta de la mañana recibió 

una llamada de su Supervisor, Elías Esquilín, para instruirlo a que 

se dirigiera a la calle Maga, a donde acudió con su Supervisor.47 Al 

describir la escena, explicó que: “Allí había un vehículo, eh, Sonata 

color blanco, cuatro puertas, eh, encendido, con las luces prendidas, 

eh todo ensangrentado. Había un cuerpo sin vida de un joven, el 

cual vestía una [c]amisa azul turquesa, un pantalón corto pl[a]yero, 

unas tenis Reebok y a, en el, en el área del lado izquierdo, en la 

clavícula tenía una navaja de, de una cuchilla enterrada y tenía en 

el e, en el área del estómago las vísceras, eh, por fuera, se le veían. 

Adicional a eso había un paquete de cuchillos en el área de la 

escena, un cuchillo adicional, el vehículo alrededor, pues tenía 

sangre, completa en [al]rededor y en el interior”.48 Sobre la evidencia 

que se levantó, mencionó un mango negro de unas cuatro y media 

pulgadas, un paquete plástico frente al auto, una cuchilla de 

algunas siete y media pulgadas, hisopos de sangre y un teléfono 

celular blanco, ubicado en el interior del vehículo “en el área de los 

cambios y el dash”.49 En cuanto al paquete de cuchillos, el Agente 

Prado García aseveró que se “levantó huella del mismo” en su 

presencia y en la de la Agente Nitza Almodóvar, quien continuó con 

el trabajo, junto al señor Román Hernández.50  

Cuestionado por el Ministerio Público, el Agente Prado García 

respondió que, luego de entrevistar al padre del occiso, éste aludió 

a que su hijo solía llevar en la cintura una cartera negra con dinero, 

$1,200.00. Sin embargo, dicha cartera no figuraba en la escena y la 

 
46 TPO, pág. 468, líneas 26-30. 

47 TPO, pags. 469, líneas 21-31; 470, líneas 1-23. 

48 TPO, pág. 471, líneas 10-18. 

49  TPO, págs. 471, líneas 24-31; 475, líneas 19-23; 476, líneas 21-23; véase, 

Exhibit 4 G. 

50 TPO, pág. 473, líneas 15-24. 
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víctima sólo tenía unos $500.00 en un bolsillo del pantalón.51 

Entonces, narró lo siguiente: “Luego, eh, el día, eh, 5 de junio, 2012, 

esto [a las] doce del [mediodía], recibo una llamada y mi [S]upervisor 

nuevamente que [e]n el área de Sun Bay (sic) Marina […] aquí en el 

área de Fajardo, […] ocuparon, encontraron una mariconera y no, lo 

que tenía eran documentos, este, personales solamente, no estaba 

el dinero”.52 El Agente Prado García sostuvo que el occiso llevaba 

puesta la referida cartera, lo que pudo constatar con unas imágenes 

de una cámara de seguridad.53 El señor Ferreira Quiñones estuvo 

en su negocio hasta las 12:34 am.54  

En relación con el celular de la víctima, el testigo declaró que 

al revisarlo vio el número 787-321-2130 entre las últimas llamadas 

que recibió el occiso previo a su muerte, por lo que contempló 

investigar un poco más. Así, llamó al número y contestó el señor 

Marín Maldonado, a quien citó para fines de entrevista, el día 11 de 

junio de 2012. El apelante acudió a la cita y, entre otra información 

personal que proveyó, dio el mismo número de teléfono antes 

mencionado.55  

P ¿Qué preg[u]ntas usted le hizo? 
 

R Que si había llamado a Joel Ferreira en algún 
momento, [é]l me indicó que no, que no lo conocía 
y yo le pregunto y cómo aparecen esas llamadas 

en el, el celular y [é]l no me supo contestar. 
 

P Bien ¿qué relación tiene este señor Joel Marín del 
787 321 2130 con David Ferreira Quiñones re, 
eh, conforme a su investigación? 

 
R En ese momento estaba bajo investigación, pero 

luego del resultado de la investigación, pues, el 

sospechoso de haber matado a, a David Ferreira. 
 

P Cuando usted dice luego de la investigación 
resulta sospechoso ¿qué, en qué se basó esa 
investigación posterior a esta entrevista del 11 de 

junio? 

 
51 TPO, págs. 478, líneas 12-25; 520, líneas 6-11. 

52 TPO, pág. 478, líneas 26-31. 

53 TPO, pág. 483, líneas 4-6. 

54 TPO, pág. 518, líneas 9-18. 

55 TPO, págs. 486-487; 488, líneas 1-10. 
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R Ok, ese 11, el 11 de junio pues, eh, [é]l, lo, le, libre 
y voluntariamente yo le pedí que se tomara una 

huella, eh, dactilares con la agente Nitza 
Almodóvar. 

 
P ¿Por qué usted le pide a esta persona, a Joel 

Marín que voluntariamente acceda a tomarse las 

huellas dactilares? 
 
R Porque como [é]l no lo conoce, no sabe qui[é]n es, 

[é]l dice que no tenía nada que ver con eso, pues, 
el libre y voluntariamente pasó allí, se tomó las 

palmares y, y se marchó.56 
 

Mencionó que, como parte de la investigación, solicitó 

información del registro de llamadas a la compañía AT&T, de la que 

surgieron aproximadamente quince llamadas efectuadas en horas 

de la noche y la madrugada de los días 3 y 4 de junio, provenientes 

del teléfono del señor Marín Maldonado.57 De esta forma, el Agente 

Prado García pudo constatar que el apelante “mintió rotundamente 

en todo lo que yo le había preguntado, que no lo conocía”.58 Las 

últimas llamadas registradas entre ambos números telefónicos 

fueron a la 1:00 am y 1:07 am; el testigo aseveró que arribó a la 

escena del crimen a la 1:39 am, es decir, falleció poco después de 

tales comunicaciones.59 De otra parte, el Agente Prado García señaló 

que, el 3 de junio de 2012, el señor Marín Maldonado laboró como 

guardia de seguridad de la compañía Génesis Security, en la Escuela 

Ramón Quiñones Pacheco en Fajardo, hasta las once de la noche.60  

Además, al resultar positiva la huella del empaque de 

cuchillos, el Ministerio Fiscal decidió someter el caso en contra del 

apelante el 5 de noviembre de 2013, por los delitos de asesinato en 

primer grado, Ley de Armas y robo.61 Apuntó el declarante que la 

 
56 TPO, pág. 488, líneas 11-29. 

57 TPO, págs. 491, líneas 9-27; 492, líneas 3-10. 

58 TPO, pág. 492, líneas 13-16. 

59 TPO, pág. 492, líneas 19-23. 

60 TPO, pág. 493, líneas 11-25. 

61 TPO, págs. 490, líneas 8-17; 492, líneas 28-31; 493, líneas 26-31; 494, líneas 
7-11. Las denuncias se sometieron en ausencia, puesto que el apelante no se 

encontraba en el País. El apelante fue arrestado en Estados Unidos y fue 

extraditado a la Isla. Véase, TPO, pág. 493, líneas 1-10; 496, líneas 4-7). 
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navaja que se halló incrustada en la víctima y el mango 

ensangrentado que estaba en el interior del vehículo coincidieron; 

así unidas las partes del cuchillo, éste cupo exactamente en el 

paquete de cuchillos, que tenía la huella del apelante.62 El testigo 

identificó en Sala al señor Marín Maldonado como la misma persona 

que entrevistó a los pocos días del crimen.63 

Al ser contrainterrogado, el Agente Prado García explicó que 

no le hizo las advertencias Miranda al señor Marín Maldonado 

puesto que, al momento de citarlo a entrevista y solicitar su 

voluntariedad para someter sus huellas, el apelante no era 

sospechoso.64 Por ello, el testigo tampoco le solicitó al señor Marín 

Maldonado que notificara si cambiaba de dirección, lo que 

eventualmente hizo al trasladarse a los Estados Unidos.65 Afirmó, 

por otro lado, que el apelante no trabajaba en la caseta de seguridad 

de Sunbay Marina, donde fue hallada la cartera negra con los 

documentos personales del señor Ferreira Quiñones.66  

También prestó su testimonio la señora Carmen Rijos 

Ramos, Técnica de Control y Custodia del ICF durante más de una 

década.67 Ésta aportó información acerca de la solicitud de análisis 

y cadena de custodia de varias piezas de evidencia recopiladas en la 

escena del crimen.68 Particularmente, el mango de un cuchillo 

(Exhibit 16).69 La testigo declaró que ignoraba por qué la más de una 

veintena de piezas detalladas en el documento no fueron objeto de 

análisis serológicos.70  

 
62 TPO, pág. 495, líneas 12-22. 

63 TPO, pág. 496, líneas 8-27. 

64 TPO, pág. 511, líneas 1-12. 

65 TPO, pág. 513, líneas 22-30. 

66 TPO, pág. 517, líneas 10-13. 

67 TPO, pág. 312, líneas 21-30. 

68 Exhibit 18. 

69 TPO, págs. 313-315, 317, líneas 8-13; 318, líneas 11-23; 319, líneas 3-10. 

70 TPO, págs. 321, líneas 20-29; 325, líneas 6-21. 
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El Patólogo Javier Serrano Serrano, cualificado como 

perito,71 llevó a cabo la autopsia de David Joel Ferreira Quiñones el 

5 de junio de 2012, con el fin de determinar la causa de muerte, la 

cual certificó como un homicidio debido a heridas de arma blanca.72 

El galeno identificó el Informe Médico Forense, la Certificación de 

Muerte y las fotografías que preparó dentro de sus funciones.73 

Indicó que se recibió para examen el cuerpo de un varón adulto 

joven, bien nutrido y sin malformaciones físicas, de 67 pulgadas de 

estatura y 195 libras de peso. Las manos del occiso no fueron 

cubiertas; el cuerpo y la ropa que vestía estaban “marcadamente 

ensangrentados”.74 El examen realizado no mostró presencia de 

ningún material biológico, pelo, fibra ni heridas de defensa.75 Las 

pruebas toxicológicas arrojaron resultados negativos de sustancias 

controladas y alcohol en la sangre.76 De igual forma, el doctor 

Serrano Serrano describió los hallazgos de la autopsia, en 

particular, las heridas de arma blanca.77 Conforme a su testimonio 

pericial, el testigo aseveró que, aun cuando había cercanía entre el 

agresor y la víctima, no podía precisar si estaban de frente o de 

espaldas, pues en este tipo de escenario implica “mucho movimiento 

y cambio de posiciones entre una persona y otra…”.78 Explicó que 

una herida de tipo incisa se refiere a la que se produce de forma 

paralela a la superficie con el borde cortante de una hoja filosa (más 

larga que profunda); por su parte, la herida punzante es aquélla que 

penetra profundamente de forma perpendicular a la superficie. 

 
71 TPO, págs. 202-207. 

72 TPO, pág. 215, líneas 4-8, 14-17. Exhibits 12 y 13. 

73 TPO, págs. 215-229. Exhibits 11, 12, 13 y 14. 

74 TPO, pág. 229, líneas 24-31; 230, líneas 3-6. 

75 TPO, pág. 235, líneas 16-27.  

76 Véanse, TPO, págs. 260-261; Certificado de Análisis Toxicológico del Exhibit 13. 

La víctima arrojó la presencia de benzoilecgonina en la orina.  

77 TPO, págs. 237-243. 

78 TPO, pág. 238, líneas 1-10. 
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Además, hay heridas mixtas que muestran ambas características al 

mismo tiempo.79  

El doctor Serrano Serrano declaró que la herida con mayor 

carácter de mortalidad que presentaba el occiso era una herida 

mixta en la región clavicular izquierda, la cual tenía todavía 

incrustada la hoja del arma blanca. La navaja de unas cinco 

pulgadas de largo y una pulgada y un octavo de ancho penetró en 

su totalidad, causando la perforación del esófago hasta el lóbulo 

superior del pulmón derecho. La pieza de evidencia se unió a la otra 

prueba del caso y se admitió sin objeción como el Exhibit 15.80  

El testigo describió también otra herida mixta de arma blanca 

en la región de la pared abdominal, que fracturó dos costillas y 

perforó el hígado.81 Igualmente, en lo pertinente, en el Sumario 

Diagnóstico se enumeraron varias abrasiones y las siguientes 

lesiones: 

1. Herida de arma blanca de tipo punzante en el 

aspecto postero-lateral derecho del tercio superior del 
cuello. 

 
2. Grupo de seis (6) heridas de arma blanca de tipo 
punzante localizadas en el aspecto postero-lateral 

izquierdo del tercio superior y tercio medio del cuello. 
 

3. Herida de arma blanca de tipo inciso-punzante en 
la región supraclavicular izquierda.  
 

4. Herida de arma blanca de tipo punzante en el 
aspecto superior del hombro derecho. 
 

5. Herida de arma blanca de tipo inciso-punzante en 
el aspecto antero-lateral del cuadrante superior derecho 

del abdomen. 
 
6. Herida de arma blanca de tipo punzante en el 

aspecto posterior del hombro derecho y aspecto 
superior a la región escapular derecha. 

 
7. Herida de arma blanca de tipo incisa en el aspecto 
lateral del lado derecho de la espalda a nivel torácico. 

 

 
79 TPO, págs. 238, líneas 24-31; 239, líneas 1-27. 

80 TPO, págs. 241-248. 

81 TPO, págs. 250, líneas 16-25; 251, líneas 14-27. 
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8. Herida de arma blanca de tipo incisa y 
configuración semilunar en el aspecto lateral del lado 

derecho de la espalda a nivel torácico inferior. 
 

[…] 
 
23. Perforación del lóbulo superior del pulmón 

derecho. 
 
24. Perforación de la arteria y vena subclavia 

posteriores a la región clavicular izquierda. 
 

25. Perforación del tercio proximal del esófago. 
 
26. Fractura del aspecto antero-lateral de la 7ma y 8va 

costilla en el hemitórax derecho.82 
 

A preguntas del Ministerio Público, el doctor Serrano Serrano 

afirmó: 

Indiscutiblemente la causa de muerte en este caso, eh, 
es como el resultado de las heridas de arma blanca 

recibidas por esta persona. Eh, ciertamente cada una 
de ellas apor, yo so (sic) y yo soy de la, de la línea de 

pensamiento de que todas las heridas en alguna u otra 
manera han aportado, por superficial, bueno con 
excepción de las in, de las incisas superficiales que son 

tan superficiales que, eh, que pues, eh, realmente no, 
no aportan gran cosa, eh, pero, pues las heridas 

profundas en alguna manera la y las heridas, todas las 
heridas, eh, después que sea algo profundas aportan en 
alguna manera a, eh, al mecanismo de la causa de 

muerte, porque pues, eh, van a producir entre ellas 
pérdida de sangre y una, algunas heridas perde, (sic) 

eh, permitirán la pérdida de una gran cantidad de 
sangre, otras menos pero sumando una con otra y otra 
y otra y otra, pues ciertamente to, (sic) soy de la línea 

de pensamiento de que todas las heridas, eh, aportan 
en alguna manera al resultado final de, de, de un, de 

un caso particular, eh, de hecho, en este caso la causa 
de muerte nosotros 1, n, (sic) nosotros digo en el 
[I]nstituto en general, pero este servidor la, la clasificó 

como, eh, como resultado de heridas de arma blanca y 
la manera de muerte, eh, fue clasificada como 

homicidio.83 
 

 Por otro lado, en la continuación del Juicio, el señor William 

Rivera Rivera, Coordinador de Servicios de Seguridad de la 

compañía de telecomunicaciones Claro Puerto Rico, explicó el 

procedimiento de la empresa ante un requerimiento de información 

 
82 Véanse, Exhibit 13, a las págs. 9-11; TPO, págs. 252-259. 

83 TPO, págs. 258, líneas 28-31; 259, líneas 1-14.  
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por parte de las autoridades del orden público.84 En lo pertinente, 

declaró que el Departamento de Justicia solicitó el registro de 

llamadas (subpoena) de un número telefónico perteneciente al señor 

Marín Maldonado: 787-321-2130, un servicio prepagado activado 

el 18 de mayo de 2012. El testigo autenticó el documento, el cual 

fue admitido en evidencia como el Exhibit 17. Aclaró, más adelante, 

que a los clientes que solicitan el servicio de prepago no se les 

requiere ningún tipo de identificación.85 

 Por su parte, el señor Ángel Rijos Ortiz, encargado de la 

seguridad de AT&T, empresa que brinda servicios en la industria de 

las telecomunicaciones, declaró que entre sus funciones está la 

atención de los requerimientos legales, subpoenas y triangulación 

de celulares.86 El testigo autenticó el Exhibit 19, consistente en un 

documento de cuarenta y ocho páginas, Subscriber Information, de 

una unidad celular perteneciente al occiso, con el número 787-239-

8609; activado desde el 17 de junio de 2009 hasta el 23 de julio de 

2012. El documento recopila la actividad de la unidad desde el 2 

hasta el 5 de junio de 2012.87  

A preguntas del Ministerio Público, el testigo indicó que el 3 

de junio de 2012, a las 10:42 am, el teléfono de la víctima recibió 

una llamada originada del número de teléfono del señor Marín 

Maldonado, pero la víctima no la contestó. Minutos después, a las 

10:56 am88 y 11:00 am se originaron otras dos llamadas de tres y 

once segundos, respectivamente, al teléfono del occiso desde el 

número de unidad del apelante. Ambas comunicaciones fueron 

redirigidas al voicemail. El mismo patrón de llamadas se repitió a las 

 
84 TPO, págs. 298, líneas 7-14; 299, líneas 1-16; 300, líneas 26-31; 301, líneas 1-

2. 

85 TPO, págs. 301-305; pág. 311, líneas 28-31. 

86 TPO, pág. 335, líneas 10-30. 

87 TPO, págs. 338-342. 

88 Del Exhibit 19, se desprende que a las 10:57 am se originó otra llamada del 

señor Marín Maldonado al occiso. 
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6:20 pm, 6:21 pm, 6:23 pm, 6:25 pm, 6:28 pm y 6:58 pm del 3 de 

junio de 2012.89  

 El testigo señaló que, en la misma fecha, a las 9:54 pm, se 

originó una llamada del teléfono de la víctima al del apelante, con 

una duración de dos minutos y dieciocho segundos. El registro 

muestra otra llamada generada más tarde del teléfono del señor 

Ferreira Quiñones al del señor Marín Maldonado a las 11:48 pm, 

que se extendió por un minuto y diez segundos.90 Finalmente, a la 

1:00 am del día 4 de junio de 2012, se suscitó otra llamada del 

teléfono del apelante al de la víctima, la cual se extendió por un 

minuto y diecisiete segundos. Asimismo, en la madrugada del día 4 

de junio de 2012, se originó otra llamada del teléfono del occiso al 

del apelante a la 1:07 am, cuya duración fue de un minuto y 

cuarenta y siete segundos.91  

 En su turno de preguntas, la Defensa apuntó a la posibilidad 

de si se pudo haber prestado la unidad de teléfono a otra persona. 

El testigo asintió.92  

De otro lado, la Agente de la División de Servicios Técnicos de 

la Policía de Puerto Rico, Nitza Almodóvar, testificó acerca de sus 

funciones y herramientas de trabajo, entre las que se encuentran el 

procedimiento y equipo para levantar huellas dactilares.93  

P Ok, este y le pregunto ¿cuál es ese, ese 
procedimiento de levantamiento de huella? 

¿Cómo se hace eso? 
 

R Se identifica la pieza de evidencia para la cual se 
va a trabajar para huella. Estos dos químicos se 
trabajan con superficies lisas. Luego de 

trabajarlos con ambos, con uno de los dos 
químicos y se desarrolla la huella dactilar, 

[ininteligible] fotografía y se coloca con un tape 
transparente, con [ininteligible] mente, 
protegiendo yo mi huella con un guante. Se coloca 

 
89 TPO, págs. 345, líneas 29-31; 346-349. 

90 TPO, págs. 349-352. Además, del Exhibit 19, surge que a las 9:31 pm el señor 

Ferreira Quiñones llamó al señor Marín Maldonado.  

91 TPO, págs. 352-353. 

92 TPO, págs. 356, líneas 24-31; 357, líneas 1-8. 

93 TPO, págs. 358-360. 
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en un documento y este documento se identifica 
con el lugar donde se levantó la huella, con la 

firma del testigo, la persona que estaba al lado 
mío cuando levanté esa huella y la información de 

lo, de los hechos, tanto el número de querella 
como la fecha. 

 

P [U]sted dice que se utilizan verdad dos, dos 
líquidos fue que [ininteligible]... 

 

R Dos polvos. 
 

P Dos polvos 
 
R Dependiendo. 

 
P Disculpe ¿y dependiendo de qué? Explíquenos. 

 
R Dependiendo la superficie. Está en mí si yo quiero 

ute, uti, [sic] utilizar grafito o magnético. 

 
P Ok ¿para qué es el grafito? ¿Cuál es la diferencia 

entre el grafito y magnético? 
 
R El magnético es que tiene imán. 

 
P Ok. 
 

R [P]ero los dos, eh, se puede[n] usar lo mismo en 
bas, [sic] en algunas superficies lisas.94 

 

 La Agente Almodóvar narró que el Agente Cardona Rivera 

comenzó el proceso de desarrollo de una huella dactilar en el 

empaque de plástico de cuchillos,95 pero que ella lo culminó debido 

a que el colega tuvo un “imprevisto personal”.96 Describió el 

empaque de cuchillos como uno de plástico, con tres espacios para 

éstos y roto en una parte. El empaque fue fotografiado.97 La testigo 

explicó que utilizó cinta adhesiva y polvo grafito para levantar cinco 

parches de huellas.98 La huella hallada era una latente, es decir, que 

no se ve, pero existe. Mediante el procedimiento de polvo grafito y 

cinta adhesiva, entonces, se hace visible.99 Luego, esta evidencia se 

entregó al señor Elmo Román Hernández quien estaría a cargo de 

 
94 TPO, págs. 360, líneas 9-31; 361, líneas 1-2. 

95 Véase, Exhibit 21 A-H. Las fotografías fueron captadas por la declarante, quien 

las autenticó. 

96 TPO, pág. 363, líneas 24-30. 

97 TPO, pág. 366, líneas, 8-10; 15-18. 

98 TPO, pág. 372, líneas 6-11. 

99 TPO, pág. 377, líneas 23-30. 
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verificarla.100 Las huellas se compararían con las que se le tomaron 

de manera voluntaria y libre de coacción al señor Marín Maldonado, 

a pocos días del crimen.101 Al apelante se le tomaron las huellas 

palmares (mano completa) de ambas manos y dactilares, 

denominadas como rodadas, por ser de lado a lado de los dedos; ello 

con tinta china.102 La testigo identificó al apelante en sala como la 

persona a la que se le tomaron las huellas.103 

A preguntas de la Defensa, la declarante reconoció que no le 

constaba de propio conocimiento que se le hubieran realizado las 

advertencias Miranda. Además, asintió al cuestionársele que varias 

fotografías no tenían su firma en el espacio provisto para ello.104 De 

igual forma, admitió que fue objeto de una investigación 

administrativa por un mal manejo de evidencia.105 Cuestionada al 

respecto por el Ministerio Público, la Agente Almodóvar aclaró que 

la querella estaba relacionada con una denuncia de discrimen de 

género que había instado; y que la susodicha evidencia se 

encontraba en el ICF.106 

La prueba desfilada sobre la huella digital continuó con el 

testimonio del Técnico de Huellas Dactilares, el señor Elmo Román 

Hernández, quien por trece años se ha dedicado a analizar y 

comparar las huellas dactilares o huellas latentes de escenas.107 

Explicó que “… las huellas dactilares es un, es un, un dibujo 

conformado por unas líneas, eh, de, por unas líneas que se llaman 

cartas patilares. Dentro de esas líneas o dibujos hay unas señas 

particulares que son los puntos característicos, que es lo que hace 

 
100 TPO, pág. 372, líneas 17-26. 

101 TPO, pág. 374, líneas 8-18. 

102 TPO, págs. 375, líneas 27-31; 376, líneas 1-30. 

103 TPO, pág. 379, líneas 19-31. 

104 TPO, págs. 381, líneas 18-30; 382, líneas 20-21. 

105 TPO, pág. 386, líneas 8-13. 

106 TPO, pág. 387, líneas 15-27. 

107 TPO, págs. 405, líneas 10-19; 406, líneas 7-10. 
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la d[i]ferencia de una huella a otra, que la hace única”.108 Añadió 

que todas las huellas son diferentes entre los seres humanos, 

incluso entre hermanos gemelos, y que no se pueden alterar.109 

En relación con el procedimiento, aseveró que “… una vez se 

recibe, el caso, o el, diferentes casos, se utiliza una lupa para poder 

observar los fragmentos de huella de, que se hayan levantado en la 

escena para ver cu[á]les de esos fragmentos me pueden servir para 

hacer un análisis”.110 

P Cómo, cómo es que funciona, cómo uno, verdad, 

usted en este caso, usted determina que esa 
huella, verdad, podría servir o no, en cuanto a 
esas características. 

 
R Ok básicamente el, la, los puntos característicos 

que se, que se verifican en un dibujo dactilar son 

cinco, el nombre de ellos es, se punto, eh, ojal, 
eh, cresta corta, terminal de cresta y bifurcación. 

En Puerto Rico está establecido que para poder 
hacer una identificación o utilizar una huella 
para hacer una, un, un análisis de comparación, 

se necesitan ocho puntos o más, aunque son 
cinco básicos, se pue, dentro del dibujo se pueden 
repetir. 

 
P Ok ¿y cómo es eso? Si nos puede explicar. 

 
R Ok, una vez yo determino que la, que ese, esa 

huella latente tiene más de ocho puntos 

característicos para yo poder hacer el estudio, se 
pasa, se, el, un ejemplo la huella latente que se 

levantó en la escena tiene esos ocho puntos 
característicos, se va al sistema de computadora 
al, para utilizar el programa AFIS, se ma, se va 

marcando donde están ubicados los puntos 
característicos y se le indica al sistema que haga 
una búsqueda en la base de datos de la Policía de 

Puerto Rico con relación a las huellas 
dactilares.111 

 

El señor Román Hernández señaló que el sistema AFIS, en 

referencia al Automatic Finger Identification System, almacena las 

huellas de personas “fichadas”, acusadas de delito de las trece áreas 

policiacas.112 Si existen posibles coincidencias, se corrobora los 

 
108 TPO, págs. 406, líneas 29-31; 407, líneas 1-2. 

109 TPO, pág. 407, líneas 4-28. 

110 TPO, pág. 405, líneas, 28-31. 

111 TPO, pág. 408, líneas 7-24. Refiérase, además, TPO, págs. 414-418.  

112 TPO, pág. 409, líneas 13-17. 
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puntos antes mencionados. Acotó que “[s]i en ese primer candidato 

la huella es compatible, […] los demás candidatos se, se eliminan, 

se descartan porque la huella es única, sería de, de esa sola 

persona”.113 

En lo que nos concierne, el testigo manifestó que, luego de 

recibir la solicitud, había cuatro fragmentos que pudo utilizar para 

entrar al sistema, ya que el resto no tenían los ocho puntos 

característicos necesarios. De esos cuatro, uno sí se identificó.114 

Estos hallazgos los plasmó en un informe que se admitió como 

evidencia, intitulado “Certificado de Análisis Sección Monodactilar” 

y en el cual concluyó lo siguiente: 

Realizado el estudio y comparación, se determinó que el 

fragmento de huella con valor identificativo en el Exhibit 
B-1, señalado con la letra a, se identifica con el dedo 

anular de la mano derecha de la tarjeta de huellas 
dactilares como tomadas a Joel Marín Maldonado.115  

 

Al ser inquirido, el señor Román Hernández dijo que el 

“Exhibit B-1” fue obtenido del empaque de cuchillos.116 Admitió que 

ninguna huella fue extraída de la navaja ni del mango del 

cuchillo.117 Tampoco supo precisar si la huella provenía del exterior 

o del interior del empaque.118 Aclaró, además, que trabajó con dos 

tarjetas de huellas del apelante: las que le tomó la Agente Almodóvar 

y otra que ya estaba en el sistema, vinculada a un trabajo que el 

señor Marín Maldonado había solicitado.119 El señor Román 

Hernández comparó la huella latente con ambas tarjetas; primero 

con la que le entregó la Agente Almodóvar y luego con la del 

sistema.120 El testigo adujo que entendía que el señor Marín 

 
113 TPO, pág. 410, líneas 6-10. 

114 TPO, págs. 421, líneas 26-31; 422, líneas 1-4. 

115 Exhibit 22, a la pág. 2. Véase, TPO, pág. 432, líneas 3-6. 

116 TPO, págs. 427, líneas 27-28; 430, líneas 13-19. 

117 TPO, pág. 437, líneas 17-21. 

118 TPO, pág. 437, líneas 22-30. 

119 TPO, pág. 439, líneas 7-28. 

120 TPO, págs. 451, líneas 27-30; 452, líneas 1-18. 
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Maldonado era sospechoso, pero acotó que ello no es importante 

para llegar a una determinación.121 Asimismo, afirmó que 

únicamente tenía que comparar un solo fragmento de la huella 

latente del empaque con suficiente valor identificativo para 

determinar la correspondencia con la huella del apelante.122 A la 

pregunta de cuán certera era la conclusión de que la huella del 

empaque de cuchillos era del señor Marín Maldonado, entre otros 

candidatos, el testigo respondió que “[c]ien por ciento”.123 

Como mencionáramos, en el primer señalamiento de error, el 

señor Marín Maldonado alega que las llamadas telefónicas 

registradas entre el occiso y él, así como la huella latente de su 

pulgar derecho encontrada en el empaque de plástico de tres 

cuchillos, uno de los cuales fue el arma homicida, son evidencia 

insuficiente para sostener el veredicto de culpabilidad, más allá de 

duda razonable. Aduce también que no se logró probar el elemento 

de premeditación.  

No obstante, luego de un examen ponderado del expediente 

en su totalidad y los testimonios vertidos en el juicio, entendemos 

que el Ministerio Público cumplió cabalmente con el estándar 

requerido por nuestro ordenamiento jurídico. Ello, mediante una 

contundente prueba circunstancial, tan válida como la prueba 

directa, la cual estableció el tiempo (a través de las llamadas 

telefónicas) y espacio (mediante la huella dactilar en la escena del 

crimen) que vinculó al apelante con la comisión de los delitos de 

asesinato en primer grado y el de portación y uso de arma blanca, 

por los que la mayoría de un Jurado lo encontró culpable. 

La prueba documental y testifical demostró que el occiso 

estuvo en su negocio de comida, en Fajardo, desde el 3 de junio de 

 
121 TPO, pág. 450, líneas 25-27. 

122 TPO, pág. 449, líneas 2-6. 

123 TPO, pág. 450, líneas 7-13. 
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2012, hasta aproximadamente las 12:34 am de la madrugada del 

día 4 de junio de 2012. Conforme los registros de llamadas 

admitidos en evidencia sin objeción de la Defensa, durante ese día, 

el apelante llamó insistentemente al señor Ferreira Quiñones en las 

horas previas a su asesinato. A saber, cuatro llamadas en la mañana 

(10:42 am, 10:56 am, 10:57 am y 11:00 am); seis llamadas durante 

las postrimerías de la tarde (6:20 pm, 6:21 pm, 6:23 pm, 6:25 pm, 

6:28 pm y 6:58 pm); y tres en la noche (8:08 pm, 8:09 pm y 8:10 

pm). Entonces, a las 9:31 pm y 9:54 pm, la víctima generó sendas 

llamadas al señor Marín Maldonado. A las 11:48 pm también, 

víctima y victimario intercambiaron comunicaciones mutuas. 

Recuérdese que, a esa hora, el Agente Prado García investigó con el 

patrono del apelante, Génesis Security, y advino en conocimiento 

que, a las 11:00 pm, el apelante había culminado su jornada laboral 

como guardia de seguridad en una escuela en Fajardo. 

El 4 de junio de 2012, se registró a la 1:00 am una última 

llamada del apelante a la víctima. Esa comunicación tuvo una 

duración de un minuto y diecisiete segundos. Esta llamada, a su 

vez, fue devuelta por la víctima al señor Marín Maldonado a la 1:07 

am, la cual se extendió por un minuto y cuarenta y siete segundos. 

Poco tiempo después, la Policía arribaba a una espeluznante escena 

delictiva, en la que el señor Ferreira Quiñones yacía sobre el 

pavimento, junto a su vehículo aún encendido, asesinado por un 

arma blanca.  

Las autoridades se percataron que el arma mortal había 

quedado en la escena: el mango ensangrentado del cuchillo estaba 

sobre el asiento del conductor; mientras que la navaja de cinco 

pulgadas de largo aún estaba incrustada en el cuerpo del occiso. El 

doctor Serrano Serrano concluyó que todas las heridas de arma 

blanca contribuyeron a la muerte del señor Ferreira Quiñones, pero 

que la de mayor mortalidad fue precisamente la herida mixta en el 
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área clavicular izquierda. A esta prueba se unió una pieza crucial de 

evidencia, que resultó ser el empaque de plástico de tres cuchillos, 

entre éstos, el utilizado para extinguir la vida del señor Ferreira 

Quiñones. En dicho empaque se levantó la huella dactilar del dedo 

pulgar derecho del apelante. Como se sabe, en nuestro sistema de 

justicia, al igual que las fotografías, la voz o muestras de sangre, el 

Estado puede valerse de las huellas dactilares como un método 

confiable para identificar a los sospechosos relacionados con un 

delito investigado. Pueblo v. Ramos Álvarez, supra, pág. 310. 

Téngase presente, además, que una persona no está protegida por 

el privilegio contra la autoincriminación cuando se le compele a 

someterse a la toma de huellas digitales, toda vez que éstas, así 

como la voz o el cuerpo son características físicas de identificación 

excluidas del precepto constitucional que prohíbe la 

autoincriminación. Pueblo v. Adorno Quiñones, 101 DPR 429, 431-

432 (1973). En el caso de epígrafe, el apelante tampoco se 

encontraba bajo custodia.  

Acerca de la validez de esta evidencia, al certificar la 

identificación positiva de una huella dactilar, es necesario un 

mínimo de ocho características compatibles. René Rosado González, 

Aspectos técnicos, científicos y legales de investigación criminal, 

Publicaciones Puertorriqueñas, 2009, pág. 204. El testigo a cargo 

del análisis de la huella en cuestión, el señor Román Hernández, 

confirmó el cumplimiento de este requisito. En cuanto a la 

confiabilidad de las huellas como evidencia inculpatoria, se han 

reconocido ciertos factores para que un caso criminal proceda, a 

saber: localización de la huella, características del lugar donde fue 

hallada y la accesibilidad al público o cualquier persona del objeto 

donde se encontró la huella. Pueblo v. Sánchez Delgado, 99 DPR 

260, 264 (1970). En el presente caso, la huella se halló en el 

empaque de plástico que contenía el cuchillo utilizado en el crimen. 
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La pieza fue localizada cerca del occiso. La escena fue protegida y la 

evidencia fue fotografiada y embalada a pocos minutos de la 

ocurrencia del asesinato. Así, conforme estas circunstancias, puede 

hacerse una inferencia racional, consistente con el derecho 

probatorio, a los efectos de que el señor Marín Maldonado fue el 

autor del crimen.  

En relación con el elemento de premeditación, el 

ordenamiento es diáfano al establecer que la deliberación, la 

intención específica de matar a un ser humano, se presenta cuando 

el perpetrador da alguna consideración; ello en cualquier periodo de 

tiempo, independientemente de su brevedad. Ese lapso puede ser 

tan rápido como el mero pensamiento. Véase, Pueblo v. Torres 

Montañez, 106 DPR 125, 129 (1977), que cita a Pueblo v. Rosario, 

67 DPR 371, 375 (1947). Es decir, cualquier periodo de tiempo, por 

corto que sea, es suficiente para que pueda darse la deliberación. 

Incluso, puede concebirse en el mismo momento de la ejecución del 

delito. Pueblo v. Román, 70 DPR 50, 54 (1949). Por tanto, la 

deliberación puede inferirse, por ejemplo, “cuando se ataca a una 

persona con un arma mortífera en tal forma que natural, probable 

y razonablemente ha de ocasionar su muerte, o poner en peligro su 

vida… ”. Pueblo v. Carmona Rivera, 143 DPR 907, 915 (1997) y los 

casos allí citados. En el caso presente, la premeditación se deduce 

del acto criminal del apelante, al infringir más de una docena de 

heridas de arma blanca al perjudicado, varias de ellas suficientes 

para ser mortales.  

En este caso, una mayoría del Jurado, el cual fue 

debidamente instruido por el Tribunal durante todo el proceso 

judicial, creyó la prueba desfilada por el Ministerio Público que 

demostró con prueba fehaciente que, previo al crimen, entre la 

víctima y el apelante se suscitaron varias llamadas, que 

comprueban que ambas partes se conocían. Asimismo, la huella 
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dactilar ubicó al señor Marín Maldonado no sólo en la escena, sino 

que lo vincula directamente con el arma homicida. Somos de la 

opinión que las circunstancias del hallazgo y el procedimiento para 

recuperar la evidencia contó con resultados precisos, confiables e 

indubitados acerca de la participación directa del señor Marín 

Maldonado en el asesinato del señor Ferreira Quiñones. De esta 

manera, no nos cabe duda de que la madrugada del 4 de enero de 

2012, luego de un intercambio de comunicaciones telefónicas y de 

que ambos culminaran sus jornadas laborables, el apelante y el 

señor Ferreira Quiñones coincidieron en la calle Maga de Fajardo. 

Allí, el señor Marín Maldonado lo atacó con un cuchillo, que extrajo 

de un empaque de tres; y apuñaló a la víctima en múltiples 

ocasiones y en diferentes partes del cuerpo. La agresión culminó 

cuando el mango y la navaja del arma mortal se separaron, 

quedando la hoja incrustada en el área de la clavícula izquierda del 

occiso y el mango ensangrentado dentro de su vehículo. 

En fin, luego de una lectura sosegada de la transcripción de 

los procesos y el examen de la prueba documental y fotográfica, 

concluimos que la evidencia presentada por el Ministerio Público es 

suficiente en derecho para sustentar, más allá de duda razonable, 

que el apelante cometió los delitos por los que fue hallado culpable. 

En tales circunstancias y ausente los indicios de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto, este Tribunal no intervendrá con la 

apreciación de la prueba y la adjudicación de credibilidad que 

hicieron los miembros del Jurado por una mayoría de 11-1. Como 

ha expresado nuestro Alto Foro, “al revisar una determinación 

atinente a una condena criminal, debemos tener presente que la 

apreciación de la prueba corresponde al foro sentenciador, salvo que 

se deba revocar porque surgió de una valoración apasionada, 

prejuiciada o parcializada, o su dictamen sea manifiestamente 

erróneo”. (Cita omitida). Pueblo v. Toro Martínez, supra, pág. 858. 
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Por tanto, en vista de todo lo antes aquí dispuesto, colegimos que el 

error antes señalado no fue cometido. 

Por último, en su segundo señalamiento de error, el apelante 

aduce que el Tribunal erró al aceptar un veredicto de culpabilidad 

rendido por mayoría y no por unanimidad. Aun cuando el señor 

Marín Maldonado reconoce la disposición de nuestra Constitución 

acerca de la validez de los veredictos con una mayoría de nueve a 

tres, sostiene que “[l]a Constitución Federal sí requiere un veredicto 

de unanimidad para poder privar a una persona de su libertad”.124 

Añade también que el Tribunal Supremo de los Estados Unidos se 

ha alejado drásticamente de lo resuelto en Apodaca v. Oregon, 406 

US 404 (1972), ocasión en que validó un veredicto por mayoría. 

Arguye, además, que el Máximo Foro Federal actualmente examina 

un recurso de certiorari, en el cual el único argumento esgrimido por 

la parte peticionaria es que en la convicción recurrida medió un 

veredicto de mayoría, no unánime, por lo que se violaron derechos 

constitucionales federales. No nos persuade. 

Conforme lo antes esbozado, nuestro ordenamiento 

constitucional y el bagaje interpretativo jurisprudencial que ha 

atendido este tipo de controversia han sido consistentes al avalar 

reiteradamente la validez de los veredictos por mayoría. Así, a 

diferencia del sistema federal, los veredictos de culpabilidad que 

emiten los miembros del Jurado en nuestros tribunales territoriales 

no tienen que ser unánimes; admitiéndose aquellos votos que se 

distribuyen entre nueve a tres, diez a dos u once a uno.  

De hecho, en su escrito judicial, el señor Marín Maldonado 

alude al caso ya citado Pueblo v. Casellas Toro, supra. Allí, nuestro 

Tribunal Supremo, luego de evaluar rigurosamente la 

jurisprudencia federal, expresó que “el requisito de la unanimidad 

 
124 Véase, Alegato del Apelante, pág. 33, primer párrafo. 
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no se ha reconocido como un derecho fundamental aplicable a los 

estados o territorios en virtud de la Quinta o la Decimocuarta 

Enmienda de la Constitución de Estados Unidos”. Pueblo v. Casellas 

Toro, supra, págs. 1014-1015. Consignó que el Tribunal Supremo 

federal tampoco “ha reconocido el requisito de la unanimidad en los 

veredictos de culpabilidad emitidos por un Jurado como un derecho 

fundamental oponible a los estados y territorios”. Íd., pág. 1016. 

Nuestro Alto Foro concluyó, además, que la norma jurisprudencial 

federal establece claramente que “el requisito de unanimidad en los 

veredictos condenatorios no es de estirpe constitucional”. Íd., pág. 

1017. Esta determinación se unió a la amplia jurisprudencia que, a 

través de los años, ha reafirmado la validez de los veredictos de 

mayoría.125 Es evidente, pues, que el apelante no tiene razón. 

En el presente caso, el Jurado compuesto por doce vecinos 

emitió un veredicto unánime de no culpabilidad en el delito de Robo 

agravado imputado al señor Marín Maldonado. Asimismo, once 

miembros del Jurado resolvieron declarar culpable al apelante de 

los cargos de Asesinato en primer grado y Portación y uso de armas 

blancas. En estas dos acusaciones, un solo miembro del Jurado 

disintió del resto. Al respecto, el Tribunal Supremo Federal ha 

expresado que ello no es base para denigrar el voto de una mayoría 

del jurado. Allen v. U.S., 164 US 492 (1896), reiterado en Johnson v. 

Louisiana, 406 US 356 (1972) y citado con aprobación en Pueblo v. 

Casellas Toro, supra, pág. 1016. Por lo tanto, a la luz de la norma 

vigente, el error señalado no fue cometido, toda vez que, en los 

 
125 A modo de ejemplo, Fournier v. González, 80 DPR 262 (1958); Pueblo v. Aponte 
González, 83 DPR 511 (1961); Pueblo v. Domenech Meléndez, 98 DPR 64 (1969); 

Pueblo v. Maldonado Dipiní, 96 DPR 897 (1969); Pueblo v. Hernández Soto, 99 DPR 

768 (1971); Pueblo v. Santiago Padilla, 100 DPR 782 (1972); Pueblo v. Batista 
Maldonado, 100 DPR 936 (1972); Pueblo v. París Medina, 101 DPR 253 (1973); 
Pueblo v. Concepción Díaz, 101 DPR 279 (1973); Pueblo v. Báez Cintrón, 102 DPR 

30 (1974); Pueblo v. Sánchez Torres, 102 DPR 499 (1974); Pueblo v. Prieto 
Maysonet, 103 DPR 102 (1974); Pueblo v. Girau, 102 DPR 176 (1974); Pueblo v. 
Dingui Ayala, 103 DPR 528 (1975); Pueblo v. Collazo Hiraldo, 105 DPR 726 (1977). 

Véase también los casos federales Fournier v. González, 269 F.2d 26 (1959) y 

Torres v. Delgado, 510 F.2d 1182 (1975). 
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tribunales territoriales de Puerto Rico, un veredicto de culpabilidad 

en el que concurra un mínimo de nueve miembros del Jurado es 

válido. 

IV 

Por los fundamentos esbozados, se confirma la Sentencia 

apelada. 

Notifíquese a las partes, al Procurador General y al Secretario 

del Departamento de Corrección y Rehabilitación.  El Administrador 

de Corrección deberá entregar copia de esta Sentencia al confinado, 

en cualquier institución donde éste se encuentre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


